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Después de hoy, ¿qué demora hay?
Eneida. XII.
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Las formas de alterar la vigencia de un sistema constitucional
establecido son, primordialmente, tres: golpe de Estado; rebelión,
insurrección o pronunciamiento, y revolución. El primero es un
procedimiento de violencia institucional mediante el cual los
gobernantes desconocen los deberes legales que estaban obligados a
cumplir, y se deciden por la implantación de un orden de facto. El
ejemplo más reciente de un golpe de Estado en América Latina lo
dio el señor Bordaberry en Uruguay.

En la revolución o insurrección encontramos una manifestación
de grupos armados -profesionales o no- tendientes a adueflarse
del poder. Esta rebelión ~' el golpe de Estado pueden tener un
signo revolucionario; pero también suelen explicarse -y esto es lo
más usual- como una forma de garantizar prerrogativas de clase o
afianzar la hegemonfa de intereses particulares dentro de una
misma clase.

La situación actual chilena no es de aquellas que susciten
grandes dudas en cuanto a su calificación; pero sf es de la que
levantan incógnitas por lo que hace a sus posibles efectos.

El reemplazo del gobierno constitucional chileno por una Junta
Militar no constituye un golpe de Estado. Fue, ciertamente, un
acto de suma violencia que alteró en lo profundo el orden legal;
pero no un golpe de Estado.

Podría argüirse que la Corte Suprema de Chile sí participó de un
golpe de Estado al reconocer expresamente a la Junta Militar; sin
embargo la tesis sería insustentable, toda vez que cuando la Corte se
pronunció el orden constitucional ya había sido fracturado.
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Las intervenciones militares en América Latina se han apoyado casi
siempre en una pretendida necesidad pública de afianzar el orden y
la seguridad colectivos. Esto, por lo demás, también aparece como
constante en otros hemisferios, perdurando a través del tiempo.

Finer 1 asegura que el nivel de cultura política de una sociedad
determina la frecuencia e intensidad de las intervenciones militares
en el poder. El propio Finer proporciona los tres indicadores (la
convicción en virtud de la cual los gobernantes ejercen el derecho
moral de gobernar; el reconocimieno público de que el sistema
político opera y, por último, la militancia generalizada' dentro de
ese mismo sistema), que permiten advertir cuándo se da ese level al
political culture que inmuniza ante los amagos castrenses.

Las premisas y conclusiones de Finer serían inobjetables si no
supiésemos que el poder militar influye decisivamente en las

determinaci nes polCti aun en pilí:¡éS donde se presume la
existencia de e presu pue lOS, como hl;ldm l'llldo 2.

Ahora bien, n lodo In Irisle n:pu (;lClún ;¡dquirida por las
fuerza armadas Intino(llll nCn.nu , lill1lpOCO fUlI(lIlr1an la generaJi.
zaci nes. n Mí! i ,pM eJ mplo. hall SllJo de '111 os SU 'vamente
siete presid ntes a partir d 193.t SUI <¡uc b \ .~Lt 11lS1lIU . na! haya
sido inlcrrumpidu por lo qll PIJo. rJ Ctlllm]cl;mc ~r;¡V S y . temí­
tieas vi luciones al ord n coll lilu 'lulI:t1

'se en'o, por lo d más, lampo II es ellln:1Il1ellle pcioJIII.
Amén los lurgos p r(tleJos d P¡JI. rllt/~d:t tlehHlm j\ lus recurrentes
dicladuras p rsOtl(l\isllls, r~ t111t);J lt:IltSnlfrlO tic 1 (lIS ea
relativu slabilidud polfli rt, lul ltlYO I:t 11111111.1 cxpriencla du­
rante 9. ¡J!1tlS (18 _It) •. ). ollr;ulI tl(lIlt1lJ 011" l~nlO d 121.
I 89; OsIa Ri (l no vio Inl rU!lllltln ~II ll:tlltplllltlad ¡n$lINÓoaal
n el período que nI di6 ,11M 1 il ¡ 'I.tO, ( ,,10111 blil • perimeat6

igual cir'Ul\slan ·'n durllnl ·lb rtilll5 :1 patlll tic 1'1o_, )
Oll 'osa ha {(ti lén r l1\uy prc'I1Cl1le I:t p,,'Ullllld!ld d que ea

los cj"r'lllH 11:t 'ionul s lnOH)'!!f1 Il1lcrooC\ IIllcll1:lclOll!Il Si.
qui re leor ulla 'Inra Iden de CÓOlo d qer"lltl dulcflO U objeto
de fuenes p SHlOeS ICl1lrt '1011 ~, hHIHi.1 llll1'ilJ1I:IC I film
dOCUlllanlos S cr los ti 1.1 1-r.'I. 1CYCbtlll\ por 1 p-r!
noneal1léricano l:tck And rSOll, 1'11:t 11111011:1

in IUgilr a dud¡¡~ l:tll. scsl:lh.1 JlIcp:U:tnd'l para lanzar UD

novilllicnlo la semanil plISndt1, FI1 t'lule 1I .•hl.. rom r desen­
frenados de que se br\l.rtrh 1111 Rullle d '1 il I () de OclU re, 101
qUé se propnlnbnl1 IIrLSla Buenos Alln.

Es un hechu que Irt seI11Jl\:1 pa!>.1lja Wa~¡lIn '1011 di instruc>
ci ne 3 iaux de e harsc atrás. Se 1 nb I:t ulIprcsi n de que
no e laba su Icicnlcmenle prep:trado, de que eSlaba de fasado
en el liempo y d heda en nurse pH:t una fecha p Icrior no
de lerminadll.

misarios le indicaron qU SI se nHw(a premaluramente y
perdía, U dcre t;¡ sería comparable aUlla ¡lah(a de chinos en
Chile 4
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El militari mo chilen parcda limilado por un imp rlante elemen­
to -que en alg se apr xirna a la lesis de Finer de hondas raíces
históricas: la activa participación ciudadana en la loma de decisio­
nes políticas a través de la lucha de parlidos,

La influencia europea en hile lambién se advierte en la
conformación de sus partidos, Radicales. sociali las y demócral.­
cristianos se caracterizan por u in piraci6n en modelo europeos.S

Así, el pa.rtido radical apa.reció hacia fines del iglo XIX y
se constituyó en vocero de la clase media: fuertemente anticlerical,
estuvo inspirado en buena medida por la revolu ción francesa.

El partido demócrala. nacido en la penúltima década del siglo
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pasado, fue la simiente del partido socialista obrero fundado en;
1912 por Luis Emilio Recabarren. . "

A su vez, la democrac;ia cristiana también se ha Dl;ltrido del
pensamiento europeo, particularmente del pontificio. Las encíclicas
Rerun Novarun, Oladrigésimo Anno y Mater et Magistra confor­
man lo medular de la ideología sustentada 'por la demo~a~a

cristiana chilena. Además, su óptima organización permitió que el
partido fuese particularmente eficaz al atraerse a estudiantes
universitarios y trabajadores agremiados. 6 -

Como resultado de ese sistema de partidos, Chile se llegó _a
caracterizar como el país de mayor desarrollo democrático en el
área latinoamericana. A partir de la' fundaCión del partido socililista,
siguieron algunos esfuerzos por modificar las relaciones de poder
en Chile. Las primeras intenciones reformistas se produjeron con
Arturo Alessandri quien, elegido Presidente en 1920, abogó por la _
separación de la iglesia y el Estado; por otorgar el voto a la
mujer; por dictar una legislación de bienestar social; por establecer
el control gubernamental sobre los nitratos; por dar ul}a mayor
autonomía provincial y, en términos generales, por conceder al
pueblo una influencia creciente en cuestiones políticas.

El Senado, fuertemente conservador, paralizó la tendencia refor­
mista de Alessandri. Luego (I924) el ejército depuso al Pres~dente,

interrumpiendo un equilibrio institucional casi centenario. Empero,
esas mismas fuerzas armadas repusieron a Alessandri en ~l poder
un año más tarde, acordándose la promulgación de una nueva ,
constitución que substituyera a la de 1833.

Con Ibáñez, Chile vivió bajo la dictadura militar (1825-1931).
El siguiente intento reformista -la experiencia de Marmaduke
Grove no tUV0 subsistencia histórica- se produjo cuando el frente
popular, que incluía al partido comunista, llevó al poder al rico
terrateniente Pedro Aguirre Cerda. La Legislación social significó,
entonces, una relevante expresión de progreso en el mundo
occidental. 7

Un presidente más habría de llegar al poder, también con el_
apoyo del frente popular y del partido comunista: Gabriel Gonzá­
lez Videla. Este, sin embargo, pronto cedió ante los halagos y
presiones de la derecha. Su súbito anticomunismo adquirió una
virulencia inusitada. Desposeyó de su escafio al senador Pablo
Neruda y promulgó la ley 8,987 (I948). La exposición de motivos
de esa ley decía:

"Los graves acontecimientos políticos que han agitado y siguen
agitando al mundo, han revelado que el régimen totalitario sovié­
tico es de una ambición y agresividad activa y que, obedecida
ciegamente por los partidos comunistas locales de cada país,
constituye un peligro permanente no sólo para la democracia, sino
aun para la propia independencia nacional de los pueblos." s

Desde entonces, hasta la llegada al poder de Frei en 1964, la
derecha criolla y las' masas trabajadoras se consolidaron. Todo un
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aparato jurídico fue elaborado para defender privilegios poco
respetables.

Veamos un ejemplo que transcribió]ohn Gerassi en 1963:

CONTRATO LABORAL PARA BRACEROS

Fundo: San Miguel de Challeuque.
Propietarios: Bisquerit y Munito.
Firmado elIde mayo de 1961 por la sociedad Bisquerit &

Munito y Antonio Farías Rodríguez, soltero, de veinte afias
de edad. El último se cQmptomete a trabajar en los campos
como obrero agrícola y a vivir en una casa que le pr por,
cionará el fundo.

Salario: 197 pesos con 50 centavos al día (13,2 ce ntavos de
dólar).

Regalía: media cuadra de tierra.
Ración alimenticia: dos panes diarios.

Se le confiere el derecho a tener cuatro animales pastando en
los campos del fundo y cultivar la tierra que rodea su
designada casa.
Contrato por un año.

Nota:
1. No obstante lo anterior, el propietario puede anular el
contrato sin aviso previo ni paga adicional por los siguien tes
motivos:

a) Negligencia en el trabajo, falta de escrupulosidad en el
cumplimiento de las obligaciones.

b) Fraude, escándalo, insultos graves, conducta inmoral.
c) Daños materiales causados intencionadamente a útiles,

animales, etc.
d) No presentarse al trabajo durante dos días consecu t¡vos

sin justificación ni dejar un sustituto.
e) Dejar sueltos a los cerdos.
O Alojar a una persona en la casa del trabajador sin

autorización o reunirse con otros para beber.
2, Todas las personas que viven en la casa del obligado han de
trabajar los campos del fundo siempre que se les requiera.
3. Tacto obligado ha de enviar a otro obligado a que lo
reemplace en su trabajo cuando se dedica a laborar su regaIfa.

La democracia cristiana presentó un programa de reformas
sociales que le deparó el triunfo electoral. En 1964, al comentar el
resultado de los comicios Frei dijo que "el pueblo había asumido
una decisión histórica".lo De allí para acá los sucesos chilenos
están en la conciencia pública. El militarismo asumió desde el
período de Frei nuevas fuerzas. Esto no todos lo comprendieron
así, aunque existen testimonios que lo denotan como el de Carlos
Núñez en Chile, 1970, Veamos:·

Si hay un mito finClld en casi tudo el :Iban ieo de I Literatura
política chilena, este es sin duda el del profcsi n lismo de sus
fuerzas armadas. ent ndido 't»110 no p;ulIelpaó n en la vida
poHtica naci nal.

A partir de la a un .bn d 13 ptl: sldc lI'lJ por du do Freí,
en I 4, la pan! ipación d 10$ miht:Jlcs en l;¡ ida naciollll
vendda ¡¡ adquirir rorrtl~ ad;¡ Vél mh 'Illh eonOJctiv .,' ea
ri or, esta p;¡rli ipa 160 VIOÓ :t 'Olll 'Idl( :un un m mento ea

ue las tensi ti S$Q HlI S 'lJlII ntalun :J :t¡:lIdtl;¡rge n 'blemen­
te. ¡¡ ali. acibn ti tOnr¡ nHlll:lI' fJ¡tr:l 11I¡::Jr s e nmovidos
por e nOi lOS obre rus, I;¡ :Ipll 'a '¡ón de duposl' OM discipli­
narias y judi ¡illes ';¡sI '0 ,sobrl; S4"clurn ,md! ·1· pro-
m tidúS o $(H onO! luS. la p. flIClp:J(lún d(' é(, tlv de las
fuerzus ¡¡rf\l¡¡d¡¡~ n In r prl:~lbll 'Olllf;¡ IIw\'dll!l'IUn p ulues,
fu roo paU tanuo sí . "hru!() C:JIIlÚIll. qu tuvo SUS
expr sion' más drumáltc:a.. 1'1\ 1:1, f\l:J!>o1l'leS de > lvador
(1 (6), S¡¡nll;¡go (1 ()ó7 'llII1(lu ~lolIll (1 'l(,'Jj l'af1l1Clmcnte.
h;¡bí:t ido eUll1pllI:IIUtl Olro IHO'OO, tille .1(:Job a 1 grados
superio s ti 1 '¡¡Iaf JO '¡¡~lfell .IIHU.• III:1lÍ:1It1Cnt un nelll
cada mil hombres un 'urun 1 ·nu.1 do, ·lelll.l\.. gún d t del
!!¡spa"/,, ,lflla/e 11 R"por( tiCpllClllbrt de I'J(,1 : ha i 1962,
se ún lo h;j SCñ¡¡lado el :'SCllJt!or 1{:1l'tl AIIl¡lucro un de 101
politi os qu h:1 se: UIUO 'on mayor :tI nnón el pro~ interno
de las fue lns arl11¡¡U:I,\ '1111 n;ul. PI;)'(¡ '.llllml lodos 1 o6cia­
les idcol6 'icam lite no 'UltllH0l11ClIdo5 o \U'I)(:chós de simpa­
tilar COll id ¡¡s :.0,,:t1151¡¡, h;¡bi3l\ Sido p;l.\;¡dos a retiro o
scpar;¡dos d I m¡¡ndo de trop;u. I •
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¿ SC preSCfll;¡ria en IIIIe el cnÓlllcllo quc Locwcn tcin ca­
racteril6 mo crosi' n de b 'OflClcl\ 13 conslltuci nal? No
parece haber olra spuest;¡ que l;¡ ;¡ Iml;\1 ¡"':!... ;¡ Iri tc v rdad es
que \;¡ c nSlituci'fl se ha distaflclado CIll 10nJ1 e Intelectualmente
de l s destinatarios del p dcr" 12

Es cien . también. que el c flstitu ionalismo oc -idental padece
de un .. ptimismo ingcnu .. de acuerdo e n el cual basta una
buena constitución par;¡ e nqui tar la felicidad popular.

Esta creencia ha C3usad cstra en to<l el mundo; pero en
especial en América wtina. eintc pafse procurando una mejor
organización constituci na!' han promulgado má de _00 consti­
tuciones en I -O año. tas constitu i ne . a su vez. tampoco han
sido lo idóneas que se hubiera querid ; lo prueban las múltiples
reformas a que suelen ser ometida con frecuencia. A manera de
ejemplo: en lre 1917 y 1970 la onstituci6n me icana experimentó
más de 170 reformas y adiciones.

EJ respeto por una COJlStituci' n no suele ser frecuente ni
efectivo. Cuando las dispo ic¡one normativa enlran en crisis
porque su rigidez no les permite adecuarse a una realidad cambian·
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te, dejan pronto de ser acatad¡ls. Esto ocasiona -paradójicamente-,
un reblandecimiento de la estructura legal, y da cauce a q\:l.e·las".
situaciones de hecho, tan aleatorias como puede suponerse, primen 1

sobre todos los aspectos de la vida colectiva Un esquema muy
simplista de la situación constitucional chilena en septiembre de
1973 nos permite ver a un presidente -Allende- realizando
desmedidos esfuerzos por cefiirse al marco d~ una constitución
ostensiblemente contraria al programa de transformación socialista
que, por otra parte, también preconizaba.

.La tensión máxima se alcanzó cuando la oposición al gobierno
allendista solicitó al Presidente su renuncia, apoyando su demanda
no sólo en la crisis económica ya sin freno, sino en alegadas
violaciones al orden constitucional del país.

Los miembros de la Junta Militar que substituyeron al gobierno
constitucional, también suscribieron en el momento de efectuar su
pronunciamiento una tesis semejante, que completaron mediante
un corolario sui géneris y nada jurídico: si el Presidente no acataba
la Constitución, ellos tampoco tenían por qué hacerlo.

As(, ni siquiera se intentó aplicar el procedimiento fijado por el
artículo 39 de la constitución chilena, .de acuerdo con el cual
corresponde a la Cámara de Diputados declarar si hayo no lugar a
acusar al Presidente de la Repáblica por actos de su administración
en que haya comprometido gravemente el honoro la dignidad del
Estado o infringido abiertamente la constitución y las leyes. De la
acusación conoce el Senado que, en los términos del artículo 42,
debe declarar por mayoría de dos tercios de los senadores en
ejercicio si el Presidente es o no culpable del delito o abuso del
poder que se le imputa.

Las fuerzas armadas, por lo demás, incidieron en el arHcuÍo 23
constitucional. Este artículo dispone:

Toda resolución que acordare el Presidente de la República, la
Cámara de Dip:.ltados, el Senado o los Tribunales de Justicia, a
presencia o requisición de un ejército, de un jefe al frente de
fuerzas armadas o de alguna reunión del pueblo que, ya sea con
armas o sin ellas .depusiere a las autoridades, es nula de derecho
y no puede producir efecto alguno.
Esto quiere decir que la exigencia planteada por los sublevados

al Presidente Allende, en el sentido de que renunciara, y la
disolución del Congreso por causas tan subjetivas como la "impo~

sibilidad de que funcionara en las circunstancias existentes",
constituyen una ostensible violación constitucional y por ende, no
produce más efectos que los de hecho.

Para convalidar una decisión como la adoptada por las fuerzas
armadas chilenas habría necesidad de que el propio pueblo la
ratificase, ya acordando una reforma constitucional a través de las
vías que la actual norma suprema establece, o bien formulando una
nueva norma suprema en el ejercicio de su soberana volunt<id que le
permite cambiar, alterar o substituir el sistema de gobierno imperante..
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Esas dos únicas salidas suenan inverosímiles, pues es previsible
que la situaciÓn de facto no será subsanada ~n mucho tiempo. Una
situación tal acelera el deterioro de la conciencia contitucional y
sienta las bases para una prolongada pugna por el poder al margen
del derecho.

El propósito de Allende de no transigir en la observancia
puntual de la constitución, le vedó a él mismo, como última
consecuencia, la posibilidad de acceder al poder. El doctor Allende
acató lo que suponía era incorruptible del sistema chileno: el
respeto por las instituciones.

Había, en ese sentido, precedentes inmediatos. La misma llegada
d e Allende a la presidencia se vio expeditada merced a un
compromiso parlamentario ya que Frei, con todo y la insistente
presión colonial externa e interna, no infringió un rden que
constituía la garantía de existencia para ejercer la oposición a que
estaba destinada la propia democracia cristiana.

Los efectos que acarrea el rompimiento de la conciencia
constitucional cubren un aspecto muy amplio que va de la
corrupción a la violencia, sin que cualquiera de éstas excluya a la
otra. De cierto, la vida si.'1dical y partidista ha sido interrumpida
en Chile. Su supresión implica que el poder legislativo dejará de
funcionar y esto, a su vez, implica el retorno del país a una ctapa
preconstitucionalista. El salto supone la derogación de muchas
décadas de lucha.

o como el

5
Técnicamente, el pueblo clúleno está facultado para ejercer,
como sanción inorganizada, el derecho de resistencia, y las nacio­
nes extranjeras están obligadas a suspender relaciones diplomáticas
hasta tanto no se normalice la vida constitucional.

Mientras las actuales disposiciones constitucionales subsistan, sin
ser reformadas de acuerdo con el procedimiento que la propia
constitución establece, la legítima sucesión del Presidente Allende
recae en las personas de los ministros que integraban su gabinete,
en el orden de precedencia que la ley señala y, a falta de eUos, en
los presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados de la Corte
Suprema, respectivamente 13.

De acuerdo con el decreto número 5,802, el orden de preceden-
cia de los ministe ríos es el siguiente:

Interior, Relaciones Exteriores, Econom(a, Hacienda, Educa­
ción, Justicia, Defensa, Obras Públicas, Agricultura, Tierras y
Colonización, Trabajo, Salubridad, Previsión y Asistencia Social.
Cabe señalar que la doctrina Estrada no autoriza a que un

gobierno sostenga relaciones diplomáticas con otro que, ostensi­
blemente, contraviene disposiciones expresas de su propia Constitu­
ción en lo que hace a la titularidad de los órganos del poder.

El mantenimiento de relaciones con un país cuyo gobierno está
jurídicamente invalidado de actuar puede no equivaler al recono-

uln.'l

1. . ,._ Flner. "-!l,e 1111lilUy .n lhe 1',,1111" "l<h .... en m".i1lft
Gov<:mm(1I1.. ed. pUl J .n IIloodd. ~h_l1l1l1.n l ""Jln. 1'J6 . pp. 208 Y ss.
2 Vtll.'l John K. G.lblnllh. '61110 ('oJlflTlla, d 101 'llIJ¡f<IT"~ (jI n Buenos
Aires. 1970. I:"~p. pp. 25 )' ....
3. fr. Jn u s LAmberl. Am,s,1r" l..ofma. fiel lI:uccio".. . pp. 203 J
s..~.

4. Informe personal y confídel Inl de 11. Ilcndll\ • C. J. ·erOlY. Octubre
16. 1970. Dcxumcllr()$ S" l'fosdc lo I7T f d I ",,,hmcnIOS. M drid, 1972­
p. 51. 5. ·fr. Roben J. Alc.under. 1.0f1Jl Amrnco1l Pollllcs Dnd GOIIe1Jt.

me1lr lJarper and Ro\\'. Ne\'" Y I • I 65. pp. 5 )"
6. Véa~e Rafael ald 111. Idono de lo Drmo 000 ~r"11ID en Ambd
Lafino. 1\ riel. Barcelona. I 70. pp. 5 ,
7. Lc"'is lJanke, Soufh AmencD. an Nosltand Compan)'. Prin ton, 1967.
T. 11. pp. 67 y ss.
8. En arios Andrade Ge)' .... Il1.. é"(emellros de duecho colI.stirucio'"
chileno. 'dilonaf JuridJca de lile. antl~o. I 3.
de América Utina. EdICl nes Pcn(nu.rla. Barcelona. I 65. pp. 124-5.
9. John GeraSSl. El gron nllMo de Améri 1 flJlD. FdlClonc Península.
Barcelona, 1965. pp. 124· .
10. Hanke.op. cir. p. 11.

11. Cil. por Ana Lla Payró. Laura Robles. MI8ucl Donoso Pareja y Carlos
Suásez en Chile: ¿combio de gobiertfo afamo del poder' temporáneos.
México, 1971. p. 4 -9.

12. Karl Loenwenslein. Teorio de ID COlIstifuciÓ1I. Anel. Barcelona, 1964. p.
27.
13. Cfr. El Arlieulo 66 Constitucional.
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